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Expertos discrepan de aplicación de recurso

Crece la prisión preventiva

• Jueces ordenaron cárcel 906 veces entre enero y junio de 1999

William Méndez Garita Domingo 2 de abril, 2000
Una nueva discusión aflora en el Poder Judicial. Mientras los jueces dictan cada vez con mayor frecuencia sentencias de prisión preventiva, el debate sobre los beneficios y perjuicios de este recurso también sigue creciendo.

Según un informe conocido en forma reciente por la Corte Plena, durante el primer semestre de 1999 fueron recluidas 906 personas sospechosas de haber cometido algún delito pero que no habían sido sentenciadas.

Esta cifra es superior a la acumulada en todo el año de 1998 cuando se dictaron 800 medidas de ese tipo. Entre tanto, en 1997 los jueces emitieron un total de 784 órdenes de prisión preventiva. 

Las 906 personas remitidas, durante los primeros seis meses del año pasado, a las cárceles del país en forma provisional representan el 1,13 por ciento de los 80.000 asuntos penales tramitados el año pasado en los juzgados.

Ni en un estadio

"Si a todas estas personas (los 80.000 casos) se les aplica prisión preventiva se necesitarían dos estadios, el del (Deportivo) Saprissa y el de la Liga (Deportiva Alajuelense), y aún no cabrían", estimó el magistrado Daniel González.

Así lo expuso Gónzalez a la Corte Plena luego de que una comisión de magistrados indagara la fuga del país de varias personas a quienes se les suprimió la prisión preventiva y se les excarceló con bajas fianzas. 

Dicho estudio llegó a la conclusión de que "es imposible imponer prisión preventiva a todos los indiciados en causas penales, no sólo por el problema institucional que ello encierra, como la afectación del principio de inocencia, sino también, por el alto gasto económico y social que conlleva".

Cálculos del Ministerio de Justicia indican que el costo diario de manutención de una persona en el Sistema Penitenciario Nacional es de ¢50.000.

Si las 906 personas que recibieron orden de prisión preventiva en los primeros seis meses de 1999 hubiesen estado en la cárcel al mismo tiempo, podríamos decir que dichas resoluciones le habrían costado al Estado ¢4,5 millones diarios.

Mientras tanto, si se hubiese aplicado dicha medida en los 80.000 casos tramitados, la cifra se habría disparado a ¢4.000 millones diarios.

Por lo tanto –acordó la Corte– el juez debe en cada caso, dependiendo de las circunstancias particulares, valorar y decidir cuándo se requiere de la prisión preventiva como medida cautelar.

La Corte considera que los jueces deben apegarse al artículo 239 del Código procesal penal, que establece la aplicación de la restricción al imputado siempre que se tengan elementos de convicción suficientes de que es el presunto autor o partícipe de un hecho punible.

También, que exista una presunción de que esa persona no se someterá al procedimiento (peligro de fuga); que pueda obstaculizar la averiguación de la verdad; continuar la actividad delictiva y que el hecho que se le atribuye esté reprimido con pena privativa de libertad.

Aplicación cuestionada

Juan José Echeverría Alfaro, abogado e hijo del exministro de Seguridad –del mismo nombre– fue detenido con su padre y hermanos en 1998; se les dictó prisión preventiva por tres y seis meses, pero fueron excarcelados a los 15 días. De los cargos que se les imputó ya fueron exonerados de la mayoría de ellos.

Echeverría Alfaro, pese a la experiencia que vivió, considera que la prisión preventiva debe existir, pero "que no se aplique injustamente ni se deje de aplicar injustamente".

Según el magistrado Daniel González, en el informe remitido a la Corte se aboga por que la prisión preventiva no se utilice en forma automática y más bien como algo excepcional que permita defender el principio de inocencia. 

La ministra de Justicia, Mónica Nágel, reconoció que los jueces están aplicando la prisión preventiva. Para ella ese no es el problema, sino más bien que los procesos judiciales son muy largos, y eso hace que las personas estén detenidas mucho tiempo, mientras se declara la sentencia en firme.

Un artículo publicado en la revista de Ciencias Penales de mayo del año pasado, indica que Costa Rica tenía en 1981 un total de 2.407 presos, de los cuales, 1.141 estaban sin condena (47 por ciento del total). En 1995 existían 4.200 presos, de los cuales estaban sin condena 1.164, para un 28 por ciento.

En el primer semestre del año pasado (no se cuenta con datos más recientes) el grupo con prisión preventiva más numeroso estuvo entre 1 día y tres meses, con 540 personas. Los detenidos sin estar sentenciadas con más de 12 meses fueron 28 casos. (Detalle aparte.)

Mal necesario

Si bien es cierto que el número de presos sin condena se ha reducido, existen quienes plantean la necesidad de eliminar la prisión preventiva por violatoria de los derechos humanos, por ser un instrumento de escarnio y afectar la presunción de inocencia.

Para el abogado penalista Rodolfo Montero muchas veces se usa como "venganza pública" y se aplica en casos en que no es necesario. "Causa daños irreparables y en especial cuando se llega a determinar que la persona a la que se le aplicó es inocente", comentó. 

Por el daño a la presunción de la inocencia, dijo el diputado del partido Fuerza Democrática, José Manuel Núñez, debe desaparecer.

Coincidente con el efecto negativo que produce, el juez del Tribunal de Casación Penal, Fernando Cruz, calificó la prisión preventiva como un mal necesario.

Recordó que el máximo permitido es de tres años, pero que la prisión preventiva se justifica en función de la eficacia en la persecución de los delitos. 

Personas detenidas


